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INTRODUCCIÓN


La crisis de la monarquía española

provocada por la invasión napoleónica y el cautiverio del rey

Fernando VII en 1808 abrió profundos debates políticos, teóricos e

ideológicos tanto en la Península como en los territorios

americanos. La ausencia del legítimo soberano y la imposición de un

rey intruso no sólo suscitaron un proceso de lucha entre actores

políticos por sustituir la vacatio regis sino también una conmoción

y resignificación conceptual.


A partir de ese año la práctica

juntista, o el movimiento juntero, trans- formó el vasto territorio

de la monarquía en múltiples centros de poder político que se

fundamentaron en la resemantización y resignificación de los

imaginarios y representaciones del pactismo y del autogobierno.

Este proceso revolucionaría tanto el orden mismo instaurado por la

monarquía borbónica como los fundamentos que legitimaban el poder

político. La ausencia del Rey produjo un cisma conceptual y

político que atravesó el vasto territorio de la monarquía

hispánica. El deseo de reemplazar un rey por otro suscitó una lucha

política que culminaría en la constitución de nuevos poderes y

repúblicas. Es decir, las revoluciones en el orbe de la monarquía

hispana se producirían por la lucha política que posibilitó el

intento de Napoleón Bonaparte de fundar otra monarquía.

Paradójicamente, el intento napoleónico de imponer una nueva casa

reinante impulsó a los insurgentes al establecimiento del

autogobierno y de opciones republicanas.


La conmoción del universo

hispanoamericano ante la necesidad de dar respuesta a la crisis

provocó intensos debates políticos y conceptuales que oscilaron

entre las posiciones que adherían a la autoridad de la Junta

Central de Sevilla, la cual había decidido mantener las autoridades

peninsulares y las posiciones que, considerando ilegítimas a dichas

autoridades, impulsaban la instalación de juntas autónomas y el

autogobierno como la mejor manera de remediar la vacancia de

Fernando VII.


En la ciudad de Buenos Aires la

disolución de la Junta Central de Sevilla impulsaría a la elite

local y a la milicia urbana, constituida como un actor político

después de la derrota de las fuerzas inglesas (1806-1807), a

impulsar una Junta Provisoria de Gobierno. Para fundamentar su

acción política revolucionaria elaboró un corpus discursivo y

lexical singular en el que se articularon y resignificaron culturas

políticas e ideas tradicionales así como lenguajes disponibles que,

en lucha con el regalismo borbónico, se habían apropiado de las

reflexiones e imaginarios del constitucionalismo, del

republicanismo y del contractualismo. Vocabularios políticos,

debemos advertir, que integraban el vasto universo de culturas

políticas que integraban la monarquía hispana.


A través de su intervención política

e intelectual, Mariano More- no, secretario de la Junta de Buenos

Aires, participó de un ensayo de poder en creación, en el cual es

posible encontrar aquellas perspectivas y respuestas políticas que

atravesaron el debate interno de la propia revolución. Es decir,

aquellas perspectivas y respuestas que intentaron otorgarle un

cauce a la dinámica misma de la revolución como de sus fundamentos

y vocabularios.


En este marco, este trabajo se

propone problematizar e interrogar los imaginarios y los lenguajes

políticos que se inscribieron en los textos de Mariano Moreno para

dar cuenta del complejo haz de vocabularios y culturas políticas

que contribuyeron a la conformación de un nuevo orden político en

la ciudad cabecera del Virreinato del Río de la Plata. Para ello,

se considerará el vínculo entre la producción del lenguaje y las

estrategias políticas desarrolladas por actores decididos a luchar

por la apropiación del poder.


Se considera que el vocabulario

político del secretario de la Junta de Buenos Aires es la compleja

“palabra” de un conjunto de hombres que buscaron legitimar y

promover la adhesión al nuevo orden revolucionario. A su vez, es

una “palabra” política que se recrea en un territorio atravesado

por memorias, discusiones pendientes, crisis y conflictos, pero

también en un territorio poblado de imaginarios y lenguajes acerca

del poder. Por lo tanto, en la elaboración de sus estrategias

políticas, el mismo Mariano Moreno “trabaja” con los materiales

lexicales y lenguajes disponibles para presentar un pensamiento

político que ha logrado contener conceptos, vocablos y culturas

políticas que podrían suponerse, de manera inmediata, como

contradictorias.


Como protagonista de dicho proceso,

se asume que Mariano Moreno condensa y reactualiza en sus

documentos y discursos la problematización del regalismo y del

orden virreinal en América, una mirada sobre el cuerpo del rey y su

orden, ciertas memorias del debate intelectual forjado en la

Universidad San Francisco Xavier de Chuquisaca y las diversas

fórmulas organizativas de gobierno propugnadas desde la Península y

América desde mediados del siglo XVIII.


En el discurso insurgente de Mariano

Moreno se encuentran no sólo las claves del autogobierno sino

aquellas polémicas políticas que luego tendrán profunda relevancia

en las décadas posteriores. Pensar e intentar practicar un proyecto

desde la ciudad cabecera del Virreinato ha develado la riqueza de

las tensiones que atravesaron el ensayo político rioplatense.


El análisis de aquellas tradiciones

o conceptualizaciones que se articularon en el vocabulario político

del Secretario de la Junta Provisoria de Buenos Aires supone un

abordaje multidisciplinar integrado por los aportes teóricos de la

histórica conceptual, de la filosofía y sociología política y de la

hermenéutica. Pero la perspectiva que ha impulsado este trabajo es

la búsqueda de un pensamiento político singular, es decir, forjado

en torno a las disputas y realidades específicas y concretas del

contexto institucional, cultural y político rioplatense. En este

sentido, este trabajo pretende aportar y colaborar con las

preocupaciones, problemáticas y perspectivas iniciadas por un

conjunto de investigadores, entre los cuales es imposible soslayar

el trabajo de Noemí Goldman.


Como antecedentes se recogieron

fuentes privilegiadas e ineludibles como las últimas contribuciones

relacionadas con las revoluciones hispánicas: los trabajos de

François-Xavier Guerra, Antonio Annino, José María Portillo Valdés,

Elías Palti y José Carlos Chiaramonte, quienes han introducido una

interpretación sobre la reconceptualización y resemantización de

los términos políticos y filosóficos que atravesaron los procesos

políticos en la Península como en Hispanoamérica a partir de la

crisis de la monarquía. Para estos trabajos, tanto la Península

como América se transformaron en verdaderos laboratorios

conceptuales donde la pugna por el poder y la búsqueda de

formulaciones políticas ofrecían el mejor escenario para comprender

la transformación política y social.


En nuestro país el pensamiento

político de Mariano Moreno ha suscitado diversas interpretaciones,

constituyéndose en un protagonista significativo de la historia

política. La superación de las historiografías tradicionales ha

logrado volver a inscribir a dicho protagonista en la historicidad

misma de sus prácticas y de sus discursos. De alguna manera, la

hermenéutica y el interpretativismo han recuperado para el análisis

de los sucesos políticos los interrogantes que intentan centrar la

mirada de los estudiosos en la compleja y concreta situación en la

que se inscriben los actores cuando luchan por el poder y, por

ende, cuando elaboran los fundamentos para dicha pugna. En este

sentido, es importante destacar los trabajos de Tulio Halperin

Donghi, Noemí Goldman, Nicolás Shumway, José Carlos Chiaramonte,

Diego Tatián, Horacio González y Elías Palti, quienes han elaborado

nuevos aportes e interpretaciones en torno a los vocabularios

políticos desarrollados en la Revolución de Mayo.


Asimismo, este trabajo se propone

incorporar renovadas interpretaciones sobre diversos conceptos y el

análisis de ciertas simbologías y metáforas de la política

hispanoamericana y rioplatense. Para ello, se han retomado algunos

vocablos como despotismo, libertad, o las denominadas “metáforas

del corazón”, así como un análisis iconográfico del cuerpo del rey

y de su presencia en Hispanoamérica. Cabe señalar a modo de

advertencia que ello obliga a realizar algunas repeticiones de

citas o de autores sólo al efecto de multiplicar los abordajes y

las miradas de una misma problemática. Por ello, como observará el

lector, se ha de realizar en diversos casos, como “método de

trabajo”, un abordaje en torno de una palabra, concepto o figura

para sustraer sus simbolismos y significados polifónicos,

intentando así enriquecer el proceso político rioplatense.


Por último, buscamos presentar una

biografía política atravesada por las tensiones y por la

dramaticidad que supone la lucha por el poder y su consolidación.

Pero también, por las contradicciones, memorias y vocabularios que

se suscitaron en las últimas décadas del Virreinato del Río de la

Plata y que fueron atravesando de diversas maneras la consolidación

de las elites revolucionarias. Nos encontraremos con una biografía

que arrojada en la construcción de un orden político actualizará,

resignificará y articulará un conjunto de imaginarios,

representaciones y vocabularios para fundamentar su intervención en

la historia política y para crear nuevas realidades. Una vida

política es una travesía, como también es un cuerpo histórico donde

anclan y anidan, bajo los designios azarosos de la historia, ideas,

prácticas e imaginaciones que esa misma vida, ante determinados

sucesos, utiliza, padece y compone. La de Mariano Moreno fue una

existencia política y escritural rica, fugaz y apremiante capaz de

dejar vocablos y experiencias que todavía poseen alguna resonancia

enigmática en nuestras historias e instituciones.


San Fernando, 2011












CAPÍTULO I


CRISIS ATLÁNTICA, CONMOCIÓN POLÍTICA Y CONCEPTUAL






1.1 Invasión napoleónica,

resistencia y formulaciones políticas


“Es de

justicia expulsarlos del trono. Y lo es también por el interés de

mi dinastía, de Europa y de España. En cuanto a Fernando VII, el

presunto rey, es el enemigo de Francia.”


Napoleón Bonaparte


La rivalidad entre Carlos IV y

su heredero Fernando por el poder sucesorio en España se

intensificó desde 1801 a causa de las diversas alianzas y

acontecimientos que provocaron las decisiones del monarca. “En los

años 1801-1807 aumentaron el odio y la ambición de Fernando, que

veía ahora a Godoy como un enemigo personal aliado a su madre y que

estaba convencido de que intentaban arreglar la sucesión de manera

que él fuera excluido a favor de uno de los infantes más jóvenes, e

incluso situar a Godoy en el cargo de regente” (Lynch, 2004: 364).

Esta inestabilidad política tenía su origen en las tensiones que el

pasado borbónico había creado a partir del intento de consolidar

una monarquía absolutista y centralista. Este orden estatal había

desplazado los intereses aristocráticos y regionales que el propio

Fernando pretendía expresar, lo cual suponía entender la

monarquía


“como un

vasto complejo de grupos de presión e intereses, todos en rivalidad

entre sí por la atención y el favor del monarca. Estos intereses

tendían a acumularse con el tiempo, trabando grupos y regiones

dispares en lo que era en la realidad un sistema global, capaz de

ofrecer beneficios sustanciales a quienes se encontrasen en

posición de sacar partido” (Elliot, 2004: 21-22).


La ambición de Francia por

obtener de España un paso estratégico y sus riquezas coloniales

condujo a que Napoleón Bonaparte interviniese en dicha disputa como

mediador. El descontento social acompañado por una fuerte crisis

económica, sobre todo a partir de 1806, desencadenó en octubre de

1807, la crisis política conocida como el Complot de El Escorial,

donde los partidarios de Fernando no sólo pretendían atentar contra

el jefe de gobierno, Manuel Godoy, sino también forzar la

abdicación de Carlos IV.


Debido a esta situación el rey

Carlos IV, a través de Godoy, firmó con Napoleón Bonaparte el

Tratado de Fontainebleau,[1]

por el cual se permitía el paso de las tropas francesas por

territorios españoles[2]

para la ocupación de Portugal y luego el reparto entre ambos

Estados de sus dominios. Por un lado, esto provocó la huida de la

familia real lusitana a Brasil y, por el otro, reveló la voluntad

interventora de Napoleón en la política española, agudizando así el

debilitamiento de una monarquía atravesada por las luchas

faccionales entre Carlos IV y su heredero. En esta profundización

de la disputa, Bonaparte apoyaría al príncipe heredero frente a su

padre.


La estabilidad de la monarquía

española parecía sujeta a la obtención del favor de Francia, el

cual indicaría un recorrido que comenzaría con la intervención en

la disputa entre los Borbones y que culminaría con su

derrocamiento.


En febrero de 1808,

aproximadamente unos 65.000 soldados fran- ceses que ya habían

entrado a España se ponían a las órdenes de Murat, lugarteniente de

Napoleón. El 17 de marzo de ese mismo año se produjo el Motín de

Aranjuez, urdido por Fernando y una aristocracia descontenta con el

rey Carlos IV y Godoy. En esta disputa por el poder, tanto Carlos

IV como Fernando reclamaban el favor del Emperador francés; el

primero, para lograr su apoyo frente a los conspiradores, y el

segundo para obtener su reconocimiento como futuro rey. De este

modo, Napoleón se convertía en el árbitro de un orden político

inestable. “Mientras las dos facciones competían por conseguir el

favor de Napoleón, acabaron por convencerle de que ninguna de ellas

era digna de confianza y que sólo la intervención directa podía

servir a sus intereses. El gobierno fue primero desestabilizado

desde dentro y luego destruido desde fuera” (Lynch, 2004:

365).


El motín, acompañado por los

Grandes y los nobles, forzó la exoneración de Godoy, la abdicación

de Carlos IV y la asunción al trono del nuevo rey, Fernando VII.

Pero en vez de resolver la lucha faccional por la sucesión, estos

hechos la intensificaron. Por lo tanto, con el desplazamiento de la

Familia Real a Francia para resolver dicha lucha, la crisis interna

de la Casa Real se combinó con la progresiva ocupación militar de

la Península. Napoleón consiguió que toda la Familia Real

abandonara España para presentarse en una entrevista en Bayona

(Francia), que se le reconociera como mediador y que, finalmente,

tanto Carlos IV como Fernando VII abdicaran –el 10 de mayo–

oficialmente en su favor. Así Napoleón Bonaparte se anunció ante

los españoles como reformador y regenerador de su orden monárquico.

De alguna manera pretendió hacerse eco de las posiciones

reformistas y sustraer el carácter de regenerador que se había

instituido con relación a la figura de Fernando VII. De esta forma,

Napoleón se apropió de las promesas fernandinas.


El 4 de junio de 1808, el

Emperador nombró a su hermano José –hasta entonces rey de Nápoles–

como nuevo monarca español. Pocos días después, decía en su

Manifiesto a los españoles:




“Vuestra monarquía es vieja, mi misión se dirige a renovarla.

Mejoraré vuestras instituciones y os haré gozar, si me secundáis,

de los beneficios de una reforma, sin que experimentéis quebrantos,

desórdenes, convulsiones… Tened mucha esperanza de las

circunstancias actuales, pues yo quiero que mi memoria llegue a

vuestros últimos nietos y que exclamen: es el regenerador de

nuestra patria.”[3]



Como advierte François-Xavier

Guerra, lo “que marca de una manera definitiva a todo el mundo

hispánico son las abdicaciones de Bayona de finales de mayo de

1808, por las que la Corona de España pasa de los Borbones

españoles a José Bonaparte” (Guerra, 2001: 118). En ese año se

abriría “en el mundo hispánico un proceso revolucionario de una

extraordinaria amplitud que va a modificar radicalmente tanto sus

estructuras como sus referencias políticas” (Guerra, 2003:

117).





[image: ]

Figura A. “El engaño de España”: España, dormida y

abandonada a Napoleón, mientras el águila imperial le arrebata la

corona. Inglaterra trata de despertarla y avisa a otras naciones.

Museo de Historia de Madrid.






En este contexto, la gran

novedad fue que, por un lado, se produjo una abdicación unilateral,

desgarrando la tradición que suponía la aceptación del reino para

ello y, por otro, que hubo de asumir una España sin rey –y por lo

tanto sin dador de ley– lo cual exigía alternativas a partir del no

reconocimiento de José I[4]

por una parte de la población. No fue la muerte del rey y la de su

dinastía, ni la victoria de un soberano sobre otro en un guerra

civil, ni la rebelión de un reino contra su monarca, ni la

conquista de un rey extranjero, sino que se trató de un acto de

fuerza pura ejercido por un aliado. “En efecto, Napoleón no podía

legitimar constitucionalmente su dominio sobre España (como sucedía

en Francia), y tampoco tenía interés táctico en hacer valer sus

derechos de conquista. Por consiguiente, optaba por defender su

soberanía a partir de las ‘renuncias de Bayona’, que para él

significaban una cesión absoluta e incondicional del poder

soberano” (Sarasola, 2003).[5]



Podría decirse que la

vacancia o ausencia del rey, el consecuente no reconocimiento del

hermano de Napoleón Bonaparte y del trastrocamiento del orden

sucesorio legítimo[6]

abrió un período de resistencia,[7]

guerra y emergencia inéditas de nuevos cuerpos políticos

(jurisdicciones municipales) y nuevos centros de poder. Pero

también dicha vacancia –y la propia acefalía que provoca la

ausencia del rey legítimo– promovió la búsqueda, por parte de

españoles y americanos, de fórmulas políticas para instituir y

dotar de legitimidad un orden político en España y en América ya

que “l’acefalia del tutto si estende poi alle singole parti…”

(Annino, 2005).[8]



Esa ausencia del monarca

adquiría relevancia en tanto se trató de la ausencia de un monarca

moderno, aquel que según Renato Janine Ribeiro (1998: 8) ya no

cabalga hacia el campo de batalla con sus nobles arriesgándose a

dejar acéfalo el Estado –como lo hacía el rey medieval– sino que es

necesaria su presencia para la vida económica y política del

reino.


La coincidencia de la

proclamación del nuevo rey con el levantamiento antifrancés que se

inició en el mes de mayo provocó la polarización de la sociedad

española entre los partidarios de José I –algunos funcionarios

pertenecientes a la Corte de los Borbones y, fundamentalmente, el

ejército del Emperador– y aquellos que rechazaban la invasión y el

ejercicio ilegítimo del dominio político.


Al entender José I los

problemas políticos que suponía su imposición como rey, intentó

legitimarse a través del Estatuto de Bayona y reunió para ello a

una Junta de Notables[9]españoles

que ratificaran dicho Estatuto. Como advierte Ignacio Fernández

Sarasola (2003):


“los

intentos de Napoleón de rodearse de las élites

intelectuales españolas sólo surtieron un efecto parcial: si bien

algunos relevantes pensadores y estadistas como Cabarrús se

adscribieron a la causa francesa, las mentes más preclaras de los

albores del XIX (desde Jovellanos hasta los jóvenes liberales, como

Toreno, Argüelles o Blanco White) no siguieron la causa francesa ni

apoyaron al gobierno afrancesado, con lo que la Junta de Bayona

quedó reducida a una pobre reunión de menos de un centenar de

individuos (75 en la primera sesión y 91 en la última), en su

mayoría procedentes de la nobleza y de la burocracia borbónica, que

no podían constituirse en auténtica representación

nacional”.[10]



Como resistencia al intento

de imponer un nuevo soberano y una nueva legislación se crearon

dieciocho juntas supremas provinciales que asumían la necesidad de

dotar de un ordenamiento político ante la vacancia y ausencia del

rey. No sólo estaba ausente la “cabeza del Estado” (vacatio

regis) sino que provocaba la vacancia del sujeto que dotaba de

ley al reino y de autoridad a los funcionarios que había designado

(vacatio legis). Según Marcela Ternavasio (2007: 13), esto

produjo en toda Hispanoamérica una situación de incertidumbre

jurídica ya que era la primera vez que un rey renunciaba

voluntariamente sin el consenso del reino como suponía la milenaria

tradición regalista y que, por lo tanto, sustraía de legitimidad a

todas las autoridades regias que integraban los consejos,

virreinatos, audiencias y gobernaciones.


Por orden del emperador

Napoleón, el 4 de junio de 1808 se reunía en Bayona una asamblea

que nombraba a José I “Rey de España y las Indias” y que días

después promulgaría un texto constitucional para intentar otorgarle

legitimidad a un nuevo monarca que no debía imponerse como soberano

intruso o usurpador del poder sino erigirse por la voluntad del

Reino de España. Por ello advertía: “hemos decretado y decretamos

la presente Constitución, para que se guarde como ley fundamental

de nuestros Estados y como base fundamental del pacto que nos une a

nuestros pueblos con Nos, y a Nos con nuestros

pueblos”.[11]

De esta forma, se intentaba así suturar la vacancia –política y

legal– provocada por la interrupción de la sucesión dinástica

apelando a una fórmula pactista como principio legitimador

del nuevo monarca frente a la costumbre y continuidad dinástica.

Las renuncias de Bayona, según la perspectiva de José I y del

Estatuto, ponían frente a frente a dos soberanos; uno, el

Pueblo que había recuperado su soberanía por la abdicación de los

reyes, considerando la teoría de la reasunción de los derechos; y

otro soberano (el Emperador)[12]

que había recibido la soberanía de los anteriores monarcas,

considerando el derecho absolutista. Por lo tanto, combinando ambas

teorías y principios de legitimidad, se intentaba clausurar la

crisis de autoridad y la ausencia física del rey Fernando VII. Este

intento normativo que buscaba amalgamar ambos principios no logró

efectivizarse ya que el deseo por la vuelta de Fernando

destruiría este Estatuto que fue percibido por la insurgencia como

una imposición.


Además de declarar en sus

primeros artículos a la religión católica como religión del Rey y

de la Nación, el Estatuto de Bayona[13]

establecía las formas de la sucesión de la nueva dinastía

intentando resolver la ausencia de un rey vivo y cautivo. Esta

nueva dinastía asumía así, por la voluntad de una asamblea, los

mecanismos de la sucesión de la Corona. La continuidad del rey ya

no residía en el peso de la historia, las tradiciones y los linajes

sino en la voluntad de una Junta Nacional constituida en Bayona. El

monarca José I era rey “por la Gracia de Dios y por la Constitución

del Estado”. El Estatuto parecía y pretendía articular, como se

advirtió más arriba, dos principios de legitimidad: uno,

proveniente del derecho divino[14]

y del Imperio (que recibe su soberanía legítima del don divino o de

sí misma como resultado de un proyecto imperial) y el otro de una

voluntad colectiva (corporativa) que representaba a la Nación,

haciendo del texto constitucional un sistema mixto de

legitimidades. De este modo, el juramento de fidelidad y

obediencia se hacía por el Rey y por la Constitución. Se realizaba

por la institución regia y por la institución colegiada, por el

cuerpo del rey y por el corpus de las leyes surgidas por

las Cortes o Asamblea. De esta forma, se apelaba al juramento que,

como plantea Víctor Mínguez (1998: 29), encontraba su origen en una

ceremonia de jura de la reina Juana y el rey Carlos en 1516.


Además de proveer un

andamiaje institucional que regulaba el orden público, los

Ministerios, la Dotación de la Corona y los Oficios de la Casa

Real, el Estatuto de Bayona constituía al Senado no sólo en el

ámbito de promulgación de leyes sino en aquel que poseía las

capacidades de suspender el imperio mismo de la

Constitución. Estaría compuesto por los infantes de España –mayores

de dieciocho años– y por veinticuatro individuos nombrados por el

monarca. Se erigía así un Senado vitalicio ligado a la voluntad e

intereses del rey.


Además de regularse la

propiedad, la libertad de imprenta y la libertad individual, se

establecían las Cortes o Juntas de la Nación que incorporarían a

172 diputados a través de elecciones a realizarse por estamentos

(nobleza, clero y pueblo). Entonces, mientras el Rey delegaba su

representación y desición en el Senado, el principio

representativo-estamental organizaba a las Cortes. Según el

Estatuto, el Reino de España estructuraba sus decisiones a partir

del equilibrio y asimetría de sus órganos de

representación; es decir, en el encuentro del Rey, los Grandes

y el Pueblo en el Parlamento. Mientras los miembros del Senado eran

elegidos por el rey, las Cortes estaban compuestas por individuos

elegidos por sus propios estamentos. El Senado se constituía en el

contrapeso de unas Cortes que articulaba principios

estamentarios con principios representativos. Ahora bien, al

interior de las Cortes las proporciones de dicha representación

también eran desiguales y asimétricas en la relación entre América

y España. Según Antonio-Filiu Franco Pérez (2008),


“el

primer gesto del Emperador para conquistar la estima de los

habitantes de la América hispana fue precisamente otorgarles

representación en la Asamblea de Notables convocada por Orden de 19

de mayo de 1808, acto calificado de revolucionario para la historia

colonial española. Sin duda era un gesto altamente significativo

que, a pesar de las apremiantes circunstancias, se considerase

oportuna la participación de representantes de los territorios de

Ultramar en la Asamblea de Bayona, si bien la premura ante la fecha

elegida para su celebración condicionó que dicha representación

recayera en seis naturales de los referidos territorios que en esos

momentos residían en la Península”.[15]



El problema político y

jurídico que fundaba la articulación de estamentos y órganos de

representación diferenciales abrió la discusión entre la

asimetría y simetría, entre la desigualdad y la

igualdad en la proporción representativa y por la distribución

de poder entre ellos. Se clausuró así una discusión sobre la

disolución de los estamentos aceptando las formas reales en que se

organizaban políticamente los actores en el Reino de España. El

Estatuto de Bayona presentó un orden político que podría definirse

como constitucionalista estamental con representaciones

asimétricas. Se intentaba componer un equilibrio desigual de

órganos de representación y estamentos que en su propio obrar y

debatir elaboraran normativas que regularan y limitaran a sus

propias autoridades y decidieran sobre el desarrollo de sus

políticas. En este texto constitucional,


“el Rey

ve limitado su poder por una Constitución, pero conservando

importantes parcelas de dirección política que lo siguen

convirtiendo en el principal órgano de decisión del Estado, muy a

diferencia de lo que sucede en una Monarquía Parlamentaria (en la

que el Rey apenas posee cometidos formales) o en una Monarquía

Nacional o Asamblearia (en la que el Rey se ha convertido apenas en

un ejecutor de la voluntad parlamentaria)” (Sarasola,

2008).[16]



Como ya se advirtió, otra de

las asimetrías más significativas del Estatuto es aquella que se

estableció entre América y España en relación a la elección de

diputados para las Cortes o Junta Nacional. De los 172 diputados

que compondrían las Cortes, sólo 22 miembros serían representantes

de las Indias. Con esto quedó expresada la forma en que la propia

monarquía consideraba a sus posesiones de ultramar. En la práctica

eran tenidas en cuenta más como posesiones coloniales que como

factorías, provincias o reinos de ultramar. El interesante estudio

de Ignacio Fernández Sarasola (2003) sostiene:


“El

texto constitucional establecerá las funciones del Rey, del Senado,

de las Cortes y del poder judicial. Los jueces serán elegidos por

el monarca y los procesos criminales deberán ser públicos

decidiéndose si el proceso se establecerá o no por jurados. A lo

largo del texto constitucional se mencionan de manera dispersa

algunas potestades del Rey, entremezcladas en la definición de las

facultades de otros órganos, en las que el Jefe del Estado acababa

participando directamente. El Rey aparecía investido de una extensa

potestad normativa, que no sólo comprendía la facultad de dictar

reglamentos, sino que acababa convirtiéndolo incluso en auténtico

titular de la facultad legiferante. Así, al Monarca le correspondía

la iniciativa y sanción de unas leyes de las que expresamente decía

el Estatuto que eran ‘decretos del Rey’. Por otra parte, gozaba de

la potestad unilateral (con el único requisito de la consulta al

Consejo de Estado) de dictar normas con rango de ley en los recesos

de las Cortes. Finalmente, le correspondía el desarrollo normativo

de la Constitución, que sólo entraría en vigor a partir de decretos

y edictos del Rey.”[17]



Por último, el Estatuto

dejaba abierta la posibilidad a las Cortes de examinar los fueros

provinciales, entendiéndose esto como la negación de los

mismos.


En términos generales, el

texto constitucional de Bayona pretendía suscitar adhesión en los

grupos críticos al absolutismo borbónico, sobre todo en aquellos

considerados como constitucionalistas históricos que albergaban

posiciones reformistas de la monarquía. Estas posiciones se

sostenían en un imaginario de la historia política española que se

fundamentaba en la existencia y funcionamiento de las Cortes y en

el rechazo a la arbitrariedad regia. Esto ineludiblemente pretendía

hacerse eco de las críticas de despotismo que habían recibido

Carlos IV y su favorito Godoy por la facción fernandista. Como

Ignacio Fernández Sarasola (2008) demostrara oportunamente, aunque

se “reconocía la división de poderes, los demás órganos del Estado

tenían facultades de acción muy limitadas, apareciendo ante todo

como instrumentos de apoyo al Rey”.[18]



Esta imposición de un monarca

y de un texto constitucional –con una débil adhesión– abrió un

proceso de constitucionalización del poder en la monarquía

hispana[19]

y, sobre todo, empujó, tanto a usurpadores como a insurgentes, a la

búsqueda de alternativas políticas que resolvieran legítimamente la

vacancia de poder provocada por el cautiverio de Fernando

VII.


La crisis atlántica abierta

por la invasión napoleónica y por la impo- sición de José I se

profundizó porque se consideraba que Fernando VII era un rey

legítimo que debía retornar, porque las instituciones centrales

renunciaron a dirigir la resistencia ante la sustitución

dinástica[20]

y, además, porque este proceso terminó con las instituciones de

gobierno locales y territoriales de la propia monarquía hispana.

Por ello, “lo relevante de la crisis hispana no es la formación de

un gobierno central sustituto del degradado y prácticamente

desaparecido tras los sucesos de Bayona, sino la eclosión de

territorios, de pueblos, ciudades y provincias que se convierten

repentinamente, cada uno de por sí, en el centro de la monarquía”

(Portillo Valdés, 2006: 54).


La resistencia se organizaría

desde las distintas juntas. La Junta Su- prema de Sevilla el 6 de

junio de 1808 exigía al Emperador la restitución a España de

Fernando VII y “que respete los derechos sagrados de la Nación, que

ha violado, y su libertad, integridad e independencia”; a su vez,

en el Acta del Consejo de Castilla declarando nulas las

renuncias de Bayona –el 11 de agosto de 1808– se manifestaba

que “se declaran nulos, de ningún valor ni efecto los Decretos de

abdicación y cesión de la Corona de España, firmados en Francia por

los Señores Reyes Don Fernando VII y Don Carlos IV, los dados a

consecuencia por este monarca, por el Emperador de los Franceses y

por su hermano José, incluso la Constitución formada para esta

Monarquía en Bayona…”[21]

estableciendo como gobierno intruso al nuevo monarca. Entonces, se

establecía que José I no había usurpado el poder como príncipe

conquistador sino que había forzado la abdicación de Carlos IV y

Fernando VII en su persona, intentado continuar las “formas de la

sucesión regia” en vez de trastocar el orden de la monarquía

hispana como sucedió en la Francia revolucionaria.


Prontamente al

Estatuto de Bayona, impulsado para legitimar al rey José I y por

ende para ampliar su base de sustentación, se le enfrentaría la

convocatoria a Cortes para erigir una Constitución propia de la

monarquía hispana. Ambos actores, el poder napoleónico y el poder

juntista asociado, necesitaban apelar a “momentos constituyentes” y

a formas constitucionales para dotar de estabilidad y duración a un

orden político fragilizado por la ausencia del Rey. Para

josefinos y para insurgentes la constitucionalización del

poder era la mejor estrategia para suscitar adhesiones y lealtades.

De esta manera, el proceso bélico articulaba conceptual e

imaginariamente guerra y constitución. Unos, los franceses, para

consolidar su imposición y, los insurgentes, para lograr la

independencia.


En síntesis, mientras los

ejércitos napoleónicos se desplegaban y contrarrestaban el

levantamiento en la península ibérica, se producía una gran

conmoción política y conceptual en el cuerpo de la monarquía

hispana trasterritorializándose a ambos lados del

Atlántico. Ante la vacatio regis, las diversas

resistencias al proyecto de Bonaparte y la necesidad de clausurar

dicha ausencia, abrieron la posibilidad de resemantizaciones,

conceptualizaciones y resignificaciones que dieron cuenta de las

disputas y de lenguajes políticos de la época. La búsqueda de

alternativas y fórmulas políticas en los imaginarios provistos por

el pactismo, el autogobierno y el constitucionalismo generarían el

surgimiento de nuevos centros de poder. En América, al buscar la

salvaguarda de los derechos del rey y mantener la independencia de

la monarquía hispana frente al dominio francés y a la solicitud de

la princesa lusitana Carlota Joaquina,[22]

las elites americanas recuperaron y resignificaron fundamentos,

representaciones y concepciones del autogobierno para legitimar sus

ensayos de poder.


Es necesario señalar que esto

pudo realizarse –o sea hacerse cargo de la búsqueda de respuestas a

la crisis– porque existían articulaciones políticas e instituciones

donde las elites locales ya ejercían el poder concreto en las

jurisdicciones que les correspondían. Los Cabildos y las

Audiencias, por citar dos instituciones hispanoamericanas, son

reconocidos como aquellos ámbitos donde debían plantearse o

disputarse las diversas perspectivas políticas. En América, donde

no existían Cortes, estos espacios que congregaban a distintas

representaciones y facciones –más allá de los funcionarios

virreinales– estaban implicadas en las decisiones políticas y

económicas que se tomaban para cada territorio, conformando poderes

que las autoridades no podían desconocer ni obviar. En particular,

los Cabildos se erigían como instituciones colegiadas donde

participaban las elites locales: funcionarios virreinales,

comerciantes, miembros de corporaciones que expresaban una

geometría de intereses y una capacidad para ejercer autónomamente

el gobierno de ciertos asuntos.[23]

Como plantea Antonio Annino (2003), con la crisis de la monarquía

estos ámbitos institucionales devendrían en campos de batallas

políticas y conceptuales, ya que la representación americana había

adquirido un perfil, por así decirlo, “bajo”, municipal, pero que

desempeñaría un papel relevante en la dinámica de la soberanía

durante y después de dicha crisis. El destino de cada territorio se

discutía en el Cabildo y en las Audiencias como si fuesen el

mismísimo centro de la monarquía, como si allí mismo se debiera

garantizar y lograr la independencia de los mandatos del rey

intruso.


Se advierte que la crisis

abierta en 1808 fue la crisis de la vacancia del cuerpo del rey y

de aquellas teorías que lo legitimaban y otorgaban significación.

La vacatio regis abrió un profundo y extenso debate. Los

problemas teóricos y políticos que intentaron ser solucionados,

bajo la necesidad de componer un gobierno legítimo y estable,

volvieron –como se dijo– sobre teorías políticas vinculadas a los

planteamientos de la soberanía popular o al constitucionalismo.

“Las viejas ideas cobrarían un nuevo sentido” (Palti, 2007: 43) en

un contexto donde el propio lenguaje político emergería como

problema.


La crisis de la monarquía,

considerada como fenómeno atlántico, supuso la disolución

territorial de la misma. Entonces cada pueblo, ciudad o provincia,

como se observará más adelante, se asumió como el centro de la

misma monarquía y dio origen no sólo a la conformación de diversos

cuerpos políticos sino a lenguajes que suponían todo un conjunto de

vocablos en constante pugna como patria, libertad, independencia,

felicidad, constitución, etc.


La creación de las juntas a

ambos lados del Atlántico estableció gobiernos autónomos en los

mismos territorios. Ésta se inscribía en un proceso “insólito en la

monarquía española como la ausencia del rey y el desmoronamiento

integral del sistema institucional” (Portillo Valdés, 2006: 55).

Las juntas obtenían también su legitimidad en la tradición de las

Siete Partidas, que reconocía a los patricios de las ciudades el

derecho de constituirse en junta, siempre que lo requiriera el bien

común.[24]

El proceso jun- tista surgía como respuesta a una crisis que había

producido una situación políticamente novedosa, y

conformaba instituciones excepcionales que invocaban la

retroversión de la soberanía al pueblo frente a la vacancia del

soberano. Con ello no sólo se apelaba a través de ciertos lenguajes

políticos[25]

a ideas tradicionales[26]

sino que en ese obrar se ponía en cuestión el centralismo propio

del proyecto borbónico potenciando el cisma territorial y

conceptual. Pero lo interesante o curioso es que ese emprendimiento

político se desarrollaba en nombre del rey Fernando VII, es decir,

en nombre del monarca se iniciaban los procesos que darían lugar a

la revolución atlántica y a la disolución de la monarquía. Según

Elías Palti, la naturaleza revolucionaria de la situación abierta

por la vacancia del trono “no resulta de la voluntad de los sujetos

de trastocar la historia (todos buscaban, en realidad, preservar el

orden tradicional), sino del hecho de que aquélla se había vuelto

objeto de debate” (2007: 65).


En nombre del rey

Fernando VII se erigiría cada junta administrando sus derechos y

los negocios particulares de cada una de las ciudades o provincias.

Así su invocación legitimaba la sustitución de su mando por un

mando colegiado (Cabildos, Ayuntamientos, etc.) transformándose así

en el protagonista principal de los sucesos futuros. Gobernar

en nombre de un Rey –sometido a los destinos de la guerra– y

gobernar además en nombre de derechos

retrovertidos[27]

abría un dilema político que ya no restituiría las formas

anteriores del dominio político en el orbe de la monarquía hispana.

Y esto se producía porque gobernar en nombre del rey ya era no sólo

sustituirlo –en su soberanía– sino descomponer las formas mismas en

que la monarquía y el rey organizaban su quehacer y dominio

político. La aparición de Juntas apelando a un lenguaje pactista

violentaba no sólo el centralismo, la naturaleza del orden regio

sino la soberanía indivisible que suponía y pretendía un rey

absoluto. En nombre del rey y de los derechos que de éste

retornaban al pueblo o ciudad se constituía al mismo tiempo un

léxico que al nombrar al monarca ponía en duda los fundamentos

mismos de la monarquía hispana. En relación a esto, Edmund Morgan

(2006: 27), al comentar la relación entre el rey de Inglaterra y

sus súbditos, expresaría que “a ningún súbdito se le debe permitir

subir tan alto como para que hable o actúe en lugar del rey” porque

la figura y autoridad regia se encontraría en peligro de ser puesta

en duda. Se puede decir, siguiendo a Morgan (2006), que

administrando y tutelando los derechos en nombre del rey

los españoles e hispanoamericanos culminaron tutelando y

administrando la plena potestas y la voluntad legislativa

del rey para sustituirlo por otra autoridad. Al desafiar a José I

desafiaron, de alguna manera, a Fernando VII, pero eso sí, lo

hicieron en su propio nombre.


El 25 de septiembre de 1808

se erigió en Aranjuez la Junta Central Suprema Gubernativa del

Reino como una institución colectiva donde se reunían dos

representantes por cada junta provincial, con su propio estatuto y

al igual que las juntas, gobernaría en nombre del rey como

depositaria de la autoridad soberana. Pero no se constituía a

partir de la delegación del monarca, “ella era un organismo

constituido por los diputados de las juntas insurreccionales, que

se consideraban como representantes de facto de la sociedad”

(Guerra, 2003: 179). Dicha organización política, que argumentaba

la pérdida de autoridad de aquellos a quienes el mismo príncipe

había conferido mando en la Península, pretendía congregar la

voluntad singular de las juntas provinciales y asumía un carácter

excepcional y extraordinario como el mismo proceso juntista. La

Circular de la Junta de Sevilla solicitando la formación de la

Junta Central –el 3 de agosto– expresaba la novedad: “El Reino

se halló repentinamente sin Rey y sin gobierno, situación

verdaderamente desconocida en nuestra historia y en nuestras

leyes”.[28]

Esto provocó una conmoción de las representaciones y de los

lenguajes políticos que sujetos a las controversias y conflictos

suscitarían nuevos sentidos y legitimidades. Por lo tanto, la

definición misma del conflicto y de los conceptos e

interpretaciones –que son, en este caso, inherentes a la búsqueda

de un orden político– se fue constituyendo, como plantea Cecilia

Lesgart (2001), “en una táctica eficaz en la controversia política

y teórica”.[29]



La tradición de asociación

que tenía la monarquía hispana entre el Reino de España con cada

uno de sus reinos se convirtió en un elemento significativo para

comprender el reclamo de cada uno de los territorios. Por ello, al

exigir y proclamar la existencia de la monarquía hispana en cada

Parte los sujetos eclosionaron y trastocaron el

Todo.


Si bien es importante tener

en cuenta que este problema fue advertido,[30]

la unidad y el Gobierno Supremo no fueron logrados por quienes

resistieron la invasión y el gobierno intruso de José I ya que, por

un lado, el avance napoleónico obstaculizó la centralización de las

Juntas y por otro, porque las juntas provinciales no aceptaron los

mandatos de la Junta Central resistiéndose a delegar el depósito de

su soberanía.[31]



En diciembre la Junta Central

se trasladó a Sevilla y quedaba así disuelta la posibilidad de que

ésta logre ser gobierno de la monarquía, es decir, de que logre

unificar en un solo mando la estrategia de resistencia y

consolidación de un orden distinto al impuesto por el ejército

francés. El 13 de mayo de 1809 la Junta Central, en el Proyecto

de Decreto sobre restablecimiento y convocatoria de Cortes o

consulta al país, no sólo se planteaba que “sin principios,

sin sistema estable y fijo a qué ajustar las medidas y providencias

públicas, el navío del Estado flota sin guía y sin

dirección…”[32]

sino que todo ello estaba agravado por la situación que la Junta

Central misma encontraba “frecuentemente en los vicios antiguos

estorbos insuperables para la ejecución de sus deseos”.[33]



La Junta Central buscó en las

viejas “leyes fundamentales del reino” dotar de legitimidad la

convocatoria a una constitución que vuelva viable al orden estatal.

Sin rey sólo quedaban principios y tradiciones, sólo

restaban leyes –o una historia sobre ellas– en que pudiera fundarse

un orden distinto al impuesto por Francia, pero también a aquel

orden impuesto por Carlos IV. Es importante subrayar que en esta

eclosión aparecieron propuestas de reformas en clave

constitucionalista que poseían una historia y que ofrecían una

fórmula de legitimación y adhesión para las elites juntistas.


Dirigiéndose a los españoles,

la Junta Central –en su Decreto– les hizo saber “que al

recomponer el edificio augusto de vuestras leyes antiguas queréis

poner una barrera eterna entre la mortífera arbitrariedad y

vuestros imprescriptibles derechos”. Sólo la formulación de una

Constitución de la monarquía podía corregir abusos y

arbitrariedades y lograr, así, una reforma del orden monárquico que

el propio rey ausente “supuestamente” deseaba. “Nuestro muy amado

rey Fernando VII, que quería reconstituir la Monarquía

restableciendo en ella la representación nacional de las antiguas

Cortes…”[34]



Sin embargo, por las

condiciones del proceso político vivido en la Península, la

eficacia de la Junta Central fue reducida mientras que las juntas

“crearon un auténtico ‘sistema’ durante estos primeros años de la

crisis” (Portillo Valdés, 2006: 58).


El avance del ejército

napoleónico determinó que la Junta Central deba abandonar Sevilla.

Ella, más allá de no haber logrado constituir una autoridad

política estable y duradera, llevó a cabo los intentos necesarios

para la sustitución de la soberanía del rey a través de la

constitución de un orden político fundado en la delegación o cesión

de las soberanías de cada una de las juntas a la Junta Central.

Para ello, se establecieron las convocatorias en enero de 1809 para

enviar representantes de cada junta provincial. En América, la

Junta Central –representando el Real Nombre de Fernando

VII– no sólo advirtió a las autoridades del peligro de la

disolución de los vínculos con la metrópoli, sino que intentó

lograr la continuidad y estabilidad política confirmando en sus

cargos a los funcionarios reales. Esto ocasionó diversas reacciones

y polémicas sobre la legitimidad y autoridad entre los poderes y

las elites locales de cada una de las jurisdicciones. En referencia

a esto último, cuando la Junta Central nombró, a través de un

Real Despacho, al Brigadier José Manuel de Goyeneche como

su comisionado en el Virreinato del Río de la Plata, lo hizo para

que informe


“a boca

o por escrito a los referidos Jefes, o a aquellos con quienes

buenamente pueda abocarse de todo lo ocurrido en esta Península, de

la necesidad de mantener más que nunca indisolubles los vínculos

que unen a la metrópoli esos Dominios, y las ventajas que deben

prometerse de su quietud, y constante felicidad en las presentes

circunstancias. A este fin le han dado todas las instrucciones

necesarias, y su Alteza la Suprema Junta que está bien enterada de

los talentos, y cualidades de los propios Jefes a quienes como

todos los empleados reales, confirma en sus respectivos destinos no

duda que […] añadirán en esta ocasión toda la energía, tino, e

influencia de la autoridad de sus empleos para conservar la unión,

y fidelidad de estos dominios, a estos Reinos y a esta Junta

Suprema. Por último manda su Alteza que a este despacho se le de

entera fe, y crédito como dimanado de la representación de la

Nación, y de su Gobierno…”.[35]



Más allá del avance militar

francés se produjo una crisis en las concepciones y culturas

políticas que otorgaban horizontes de sentido a la

soberanía y al mando político del soberano. Pero la

Potestas y Majestad del monarca, como se observa

en el Real Despacho, no se abandonó, sino que fue

articulado con la representación de la Nación. La Junta Central se

erigió como Alteza, asumiendo que a partir de dos

principios de legitimidad se constituía su supremacía: uno

conferido por “asumirse como” representantes del Rey y otro por el

reconocimiento y la delegación que hacen las juntas en su conjunto

a través de representantes de las ciudades o provincias. De esta

forma, se intentaba reunir el cuerpo del rey con el de la Nación.

Ésta como asociación de territorios y reinos, reunida en la Junta

Central, se articuló con las metáforas de la monarquía y del cuerpo

del rey. Pero dichos principios considerados no constituirían la

legitimidad suficiente ni la fortaleza para ejercer su dominio. La

Junta Central, en su intento de ejercer el mando, había fracasado

en su reconocimiento como autoridad suprema, ya que en nombre del

Rey, pero gracias al “pueblo”, propuso hacer reformas que, en lugar

de ser consultadas, fueron impuestas de la misma forma en que lo

hacía el monarca.


“El

manifiesto destinado a los americanos (22 de enero de 1809) les

anuncia que tendrán una representación en el seno mismo de la

Junta. El proceso que conduce a la decisión recuerda a la de los

reyes: primero una consulta ante los Consejos y después el

otorgamiento de un nuevo estatuto (la igualdad política de

americanos y peninsulares). La novedad viene de arriba, otorgada

por el poder y justificada porque toma en cuenta la fidelidad de

los americanos al rey y los esfuerzos financieros para sostener la

causa” (Hocquellet, 1998: 154).


La ambigüedad e incapacidad

de la Junta Central estuvo vinculada, en parte, a la crisis que

supuso la necesidad de “gobernar las cosas y las palabras”, los

sentidos mismos y los lenguajes políticos que poseyeran la eficacia

de otorgarle inteligibilidad al proceso y a las soluciones del

mismo. La controversia no sería resuelta rápidamente. ¿Cómo

pensarse y constituirse en una soberanía legítima fundada, al mismo

tiempo, en la figura de un cuerpo colegiado y en la figura del

cuerpo del Rey cautivo? ¿Cómo debía actuar ante un Rey que no había

delegado expresamente en ella ningún derecho o mandato? ¿Cómo

organizar el poder en la estructura plural que dejaba la monarquía

donde cada uno de los reinos se vinculaba por una relación de

asociación y pacto con el Rey?


Está claro que en este

proceso sin precedentes las posturas cambiantes “obedecieron a una

lógica estrictamente política, y sus realineamientos ideológicos

dependieron de cómo se planteó en cada caso el debate” (Palti,

2007: 80). Estas posturas se encontraban vinculadas con la eficacia

política y con aquellas tradiciones que habían otorgado

significación al orden monárquico, pero inscriptas en un horizonte

vasto e incierto que había provocado el quiebre de ideas e

instituciones tradicionales. Por ello, en principio, “las juntas

nunca interpretaron […] que el pueblo al que retornaba la soberanía

fuera el pueblo ‘español’ o que éste pudiera en su asamblea diseñar

un nuevo ordenamiento político” (Palti, 2007: 80). Para eso hacía

falta un concepto de nación española que sólo aparecería con la

liquidación del poder y organización de las juntas. La crisis

fundamentalmente disolvió la unidad de la monarquía –y los

principios ligados a ella– y surgieron así cuerpos políticos

atravesados por el reclamo de sus derechos particulares y la

necesidad de asociación y unidad para constituir y fortalecer

órdenes políticos vapuleados por la situación de la

metrópoli.


Ahora, el legado pactista

tradicional, como plantea Tulio Halperin Donghi (1985: 103), no

debe interpretarse como un hilo nunca interrumpido sino que “se

trata de una tradición que acaba de ser redescubierta, que debe en

parte su exhumación a los servicios que ha de rendir como

instrumento polémico” contra la tradición más reciente de la

monarquía absoluta.


Estos cuerpos políticos, como

se advirtió, no fueron contra su rey, tal como lo habían hecho en

Francia desde 1789, sino que en su ausencia combatieron en su

nombre bregando por su restitución, pero ya en otras condiciones.

Éstos tampoco pudieron consolidar la Junta Central, debiendo

transmitir sus prerrogativas a un Consejo de Regencia –el 29 de

enero de 1810– que se instaló en Cádiz para protegerse del asedio

francés contando con una débil legitimidad tanto en España como en

América. Es importante señalar que a diferencia de la Junta

Central, el Consejo de Regencia quedaba como poder ejecutivo bajo

el tratamiento de Alteza, mientras que las Cortes se

reservaban el legislativo autonombrándose Majestad.


En América también se habían

creado juntas en diversas ciudades, pueblos y provincias. Se

formaron bajo las mismas posturas y preceptos que las de la

Península y su objetivo también sería, en palabras de Portillo

Valdés (2006: 36), tutelar el depósito de la soberanía y

administrar la vida pública y los negocios de cada ciudad. Pero

aunque todas las instituciones peninsulares surgidas por la crisis

declarasen que las provincias americanas –jurídica y políticamente–

no eran factorías ni colonias porque eran “parte esencial e

independiente” de la monarquía española, en la práctica fueron

percibidas como tales. La convocatoria a Cortes Generales realizada

por la Junta Central[36]

–que se postergó hasta la primavera– suponía una asimetría

significativa en la representación de América y

Filipinas.[37]



No obstante esta lucha contra

la dominación extranjera, pudo articular la posibilidad de que el

constitucionalismo hispano concibiera combinar la desigualdad entre

iguales sin ningún tipo de problemas éticos; sobre todo, entre

aquellos considerados jurídicamente iguales en la monarquía hispana

en ambos hemisferios.


Pero este intento de combinar

desigualdad entre iguales provocó en América, como plantea Noemí

Goldman (1998: 31), reacciones ambivalentes: “se congojaron la

satisfacción por participar con la insatisfacción por la

desigualdad en el trato”.


Los trastornos políticos

sufridos por la Junta Central,[38]

la oposición a las formas de representación propuestas por las

Cortes y –en el año de 1810– el establecimiento del gobierno del

Consejo de Regencia provocarían en algunas regiones de América el

inicio de gobiernos propios y autóno- mos. Según José M. Portillo

Valdés (2006: 27), este inicio supuso para las regiones americanas

la ruptura de la posibilidad de “compartir nación y monarquía con

España sobre la base de la autonomía y la igualdad de la

representación”, habiéndose debido esto más a fundamentos

culturales y políticos que a las razones propias del

constitucionalismo hispano.


En Buenos Aires se creó en

1810 una Junta Provisional Gubernativa, que en nombre del

monarca Fernando VII negó el reconocimiento del asediado Consejo de

Regencia e inició así el camino de la autonomía y el autogobierno.

Tanto la práctica del autogobierno como la posterior independencia

formaron parte no sólo de la revolución dentro del mundo hispánico

sino también de la disolución de la monarquía.


En las polémicas y

controversias –públicas o institucionales– que atravesaron tanto al

proceso rioplatense como a las diversas regiones de la monarquía

hispana, se presentarían distintas representaciones e imaginarios

bajo la forma de un lenguaje político que las resignificó y

articuló tornándose singular en el intento de elaborar una

respuesta propia a la crisis de la monarquía. Surgieron entonces

términos controversiales provistos de diversos sentidos, así como

distintas interpretaciones de las respuestas ante la crisis.


Los miembros de la Junta,

como su secretario Mariano Moreno, elaboraron diversos discursos y

lenguajes políticos que constituyeron el fundamento ideológico de

un obrar signado por la búsqueda de una res- puesta política a la

crisis de la monarquía.


Es importante advertir que el

discurso de los miembros la Junta Gubernativa Provisoria de Buenos

Aires se inscribió en los sucesos de la crisis de la monarquía

española, en los conflictos que desató la vacatio regis y

la vacatio legis y en la lectura que se realizó sobre el

proceso juntista peninsular. De esta manera, la crisis del cuerpo

político fue, a su vez, una crisis léxico-conceptual que asumió una

particular conformación en el Virreinato del Río de la Plata. Esta

crisis organizó tanto a imaginarios y memorias, como aquellas

lecturas filosóficas y teóricas a las que recurrieron los autores

para configurar respuestas a la conmoción política que apareció con

toda intensidad en 1810. Mariano Moreno develaría la gravedad y

complejidad política del momento. Él, frente a los sucesos de

España, sentenció: “Fernando VII tenía un reino; pero no podía

gobernarlo; la Monarquía española tenía un rey pero no podía ser

gobernada por él…” [“Manifiesto de la Junta”,

GBA,[39]

N°19, 11/10/1810] (Moreno, 1998: 159).


En el Virreinato del Río de

la Plata, y en Buenos Aires, su ciudad cabecera, una lectura de la

monarquía, de su crisis y del autogobierno asumía en los discursos

de los insurgentes una dimensión principal en el proceso de

impugnación de los fundamentos del orden virreinal. Así se iría

produciendo, con los sucesos de 1809 en las ciudades de La Plata

(Charcas) y de La Paz, la disolución misma del Virreinato en

diversos cuerpos políticos autónomos[40]

o que pugnaban por dicha condición. En un oficio reservado el

presidente de la Audiencia de Charcas, García Pizarro, le expresaba

al virrey Liniers que frente a la crisis desatada en la Península y

en el Virreinato se debía realizar “la unión de las Potestades y

los sentimientos uniformes y acordes del Pueblo porque solo ellos

pueden salvar la Patria del inminente riesgo en que se

halla…”.[41]

Y meses después le escribía al intendente de Potosí, Francisco de

Paula Sanz, donde presagiaba que “todas las señas son que tratan de

quitarme el Mando, erigirse en Junta y desconocer la autoridad del

Gobierno Superior”.[42]



La conmoción final se produjo

a mediados de mayo, cuando llegaban a Buenos Aires noticias de una

posible derrota total de España frente al ejército francés y del

anuncio del traspaso de la autoridad de la Junta Central al Consejo

de Regencia. Pero la revolución rioplatense que se inició se

encontraría con un poder militar surgido de las invasiones inglesas

y con elites locales que habían establecido en sus disputas

políticas con la administración imperial, según Gabriel Di Meglio

(2007), un nuevo canal de comunicación con la plebe urbana.


El 7 de junio de 1810 se

publicó en la Gazeta de Buenos-Ayres la Jura de la

Junta Provisoria. Allí se encontraba un relato de los sucesos

por parte de los insurgentes donde se manifestaba que el Pueblo

elegía sin tumultos a “personas que merecen su confianza y a

quienes encarga el cuidado de su gobierno” [Gazeta de

Buenos-Ayres, N°1, 07/06/1810] (Moreno, 1998: 145). Así como

también apareció, obedeciendo a la vieja tradición, la fórmula del

juramento público donde la propia Junta “a nombre del Sr. Fernando

VII y para guardar de sus augustos derechos; obedecer sus órdenes y

decretos; no atentar directa ni indirectamente contra su autoridad,

propendiendo pública y privadamente a su seguridad y respeto…”

(Moreno, 1998: 146-147). Los miembros de la Junta juraron y

publicaron dicho acto, como se hacía desde el tiempo de los

Habsburgos, mostrándolo, haciendo participe de éste al público. El

acto de publicar consistía en leer públicamente el texto, así se

intentaba vincular lenguaje e imagen a la

constitución del poder. El lenguaje y las imágenes que éste

suscitaba trataban, por un lado, de dar cuenta del desplazamiento

de los sujetos en el poder, y por el otro, de la acción de actores

que “no entraban en el combate político al servicio de ciertos

principios organizativos tradicionales o revolucionarios, sino los

invocaban en el curso de ese combate para legitimar su apropiación

del poder” (Halperin Donghi, 2004: 286-287).


La Junta Provisoria

guardaba los derechos del monarca porque los había

reasumido ante la ausencia del cuerpo del rey, convirtiéndose así

en el depósito de la soberanía pero también se volvía el lenguaje

mismo de la soberanía, de su origen, legitimidad y fundamento. Ese

lenguaje es el que intentaba responder a la pregunta de si un orden

político se podía fundar en la ausencia del dador de ley. Por lo

tanto, en relación al lenguaje y a la palabra, Yves Charles Zarka

(1997) plantea que la obra más considerable de la palabra humana es

instituir al Estado por el pacto social, es dotar a través de ésta

el ser del orden estatal como institución jurídica. La Junta de

Buenos Aires, a través de algunos de sus integrantes y sus

documentos, asumiría entonces la soberanía política y la soberanía

del lenguaje para fundar las razones del autogobierno y la

autonomía. Estas razones que fundaron un discurso y una práctica de

la autonomía se inscribían, como se advirtió más arriba, en la

combinación de inestabilidad y caos de los diversos gobiernos

metropolitanos con la constatación de la condición de desigualdad

representativa. Pero su tarea no sería solamente la formación de un

gobierno autónomo ni la búsqueda de bases seguras para su

legitimación sino también, como plantea Marcela Ternavasio (2007),

la formulación de instrumentos legales que evitasen el ejercicio

despótico del poder.







1.2 Aproximación a las

tensiones políticas del mundo virreinal


Anthony Pagden (1997: 181),

retomando la frase del jurista Ulpiano que planteaba “lo que le

place al rey tiene vigor de ley”, explicaba que la misma se refería

a la definición de un derecho legislativo por parte de los monarcas

pero también “describía una relación, según la cual la vinculación

del monarca con sus pueblos se plasmaba a través de su persona

legal, su persona ficta”. En este sentido, los territorios

americanos pertenecían a la Corona de Castilla y a la persona del

rey. Para concretar dicha pertenencia se recurrió a una institución

aragonesa –el virreinato– que se “había fundado con la intención de

sustentar la ficción de la presencia simultánea del rey en Aragón y

en Nápoles. En América, como en Nápoles, se exhibía constantemente

la persona legal del rey” (Padgen, 1997: 181). El Virreinato, como

jurisdicción del dominio, garantizaba la presencia legal del rey

(singularizando así su presencia) en dicho territorio

inscribiéndolo al mismo tiempo en el conjunto de los otros

territorios de la monarquía. El rey se hacía presente en el

ejercicio de su voluntad legislativa, como ius y

lex a través de una burocracia imperial que gobernaba en

su nombre supliendo su presencia real y representando el ejercicio

de su poder. El nombre del monarca podía ser reclamado y suscitado

simultáneamente en los diversos Virreinatos, porque, en palabras de

Juan Solórzano y Pereira (1575-1655), “los reinos se han de regir y

gobernar como si el rey que los tiene juntos lo fuera solamente de

cada uno de ellos” (Solórzano y Pereira, 1975: 34).


El mundo virreinal

encerraba aquellas tensiones políticas que la monarquía hispánica

había fundado con sus diversas acciones y reformas administrativas,

por lo tanto, en ellas hay que buscar los antecedentes del proceso

autonomista e independentista como de las polémicas sobre la

organización estatal iniciadas con la revolución atlántica. Fueron

esas tensiones de largo y medio alcance que compusieron un haz de

conflictos que se presentaron con la eclosión de la

monarquía.


El Reino de las Indias era un

mundo organizado en virreinatos, la prolongación americana de la

Corona de Castilla y del mismo rey. Un territorio geográfico y

político donde los monarcas ensayaban su propia voluntad y formas

de regulación tanto ante la Iglesia como ante los poderes y elites

locales. Y parte de ese ensayo ha sido, por un lado, evitar la

formación de señoríos que se convirtieran en verdaderos feudos

hereditarios y, por el otro, clausurar el establecimiento de

Cortes.


Este mundo virreinal

estaba compuesto por instituciones transferidas desde la metrópoli

que establecían jurisdicciones, jerarquías burocráticas y sociales,

así como las formas de acceso a la organización estatal. Y todo

ello, como plantea François-Xavier Guerra (2001, 2003), se

estructuraba a partir de las ciudades, pueblos y villas que se

erigieron como unidades políticas jurídicamente reconocidas y

organizadas con una jerarquía de dignidad y poderes que disponían

el espacio alrededor de las ciudades cabeceras o principales. “La

ciudad hispano-colonial era, más allá de su característica de

constituir una modalidad de asentamiento humano, el fundamento de

un Estado en una sociedad todavía con fuertes remanentes

estamentales, y la calidad de vecino –entendido como individuo

‘casado, afincado y arraigado’, según la tradición

hispano-colonial–, la forma de participación en este estado”

(Chiaramonte, 1997: 76). Pero esa organización jerárquica de

ciudades en una unidad superior no garantizaba una unidad

territorial y administrativa cohesionada e integrada, no sólo por

la identidad colectiva de las ciudades o pueblos sino porque en

estas unidades, en muchos casos, fueron agrupadas ciudades y

pueblos en circunscripciones administrativas muy variables. Esto

hacía de las grandes unidades políticas, como los virreinatos,

espacios inconsistentes atravesados por un conjunto de intereses

que manifestaron dicha inconsistencia en la época de la revolución

e independencia. Por ejemplo, si se considera el Virreinato del Río

de la Plata, fundado en 1776, la organización administrativa de

éste


“impuso

una jerarquía entre las distintas ciudades, que adquirió una fuerte

dimensión simbólica a partir de las invasiones inglesas de 1806 y

1807. Esta notable característica terminó configurando una pirámide

de obediencias, estructurada en tres niveles: las ciudades

subalternas (por debajo de ellas estaban las villas), las ciudades

cabezas de las Intenden- cias y la capital del Virreinato. El

conjunto dependía de Buenos Aires, que acumulaba las principales

funciones de mando: por un lado, era el puerto vertebral del

comercio, a partir de la instauración del Reglamento de 1778, y la

sede del Virrey y del Superintendente; y, por otro, supo aprovechar

a favor de su centralidad la creación de un Tribunal de Au- diencia

en 1792 y de un Consulado de Comercio en 1794. Lógicamente, este

orden administrativo generó conflictos con las ciudades, que de

manera reiterada consideraron que Buenos Aires atentaba contra sus

derechos y sus privilegios” (Verdo, 2007: 182-183).


Este mundo

virreinal constituía el mundo del rey –mundus et orbis

regis[43]–,

el mundo de la monarquía misma como disposición del monarca. El

virreinato, como jurisdicción administrativa, componía la extensión

política y territorial de la voluntad de la monarquía. Por lo

tanto, el virrey era el vicario del rey en esas tierras, era el

brazo administrativo y ejecutor del monarca, es decir, aquel en el

que el soberano delegaba su poder para ser ejercido en nombre de un

monarca distante que no abandonaría el centro político de la

monarquía porque ello era asumir una cercanía que, simbólicamente,

ponía en cuestión su supremacía y autoridad real.[44]



En referencia a la efectividad

del mando del rey y a la complejidad que suponían las largas

distancias, Fernando Vázquez de Menchaca (1564) ya planteaba que

“es del todo imposible que la soberanía (dominium) sobre

tantísimas regiones, pueblos y provincias separados unos de otros

por enormes distancias, recaiga en un solo hombre” (Padgen, 1997:

82).


Como América se incluía entre

las posesiones del rey y del Reino de Castilla, sus súbditos

poseían –en términos jurídicos– los mismos derechos que los

súbditos de la Península. Por lo tanto, debían ser considerados

como súbditos y no como esclavos o cosas.


Pero esa organización estatal

que suponía el virreinato –con el conjunto de sus instituciones–

estaba atravesada por las disputas que provocaban no sólo los

mandatos de un monarca lejano[45]

en el seno de la burocracia[46]

sino también por “el acceso al rey” mediante la vía burocrática

para la resolución de conflictos suscitados entre las elites

locales y el funcionariado jerárquico. La relación entre las

diversas instituciones establecidas y sus jerarquías eran

conflictivas. Las facultades de decisión y mando abrían un haz de

conflictos entre estas. Dichas facultades, que según Horst

Pietschmann (2003: 61) derivaban del concepto de Superior

Gobierno surgido en el siglo XVII, eran “disputadas con mucha

frecuencia a los virreyes por parte de los presidentes de

audiencias, que son al mismo tiempo capitanes generales y

gobernadores…”. Ese concepto jurídico fue originado en parte por el

conflicto entre jerarquías imperiales intentando definir

jurisdicciones y facultades de dominio. Pero también, cuestiones

externas al cuerpo jurídico como el peso económico, la distancia y

las regiones con amenaza militar exterior o interior redefinieron

poderes políticos y administrativos profundizando así la pugna

entre antiguas y nuevas jerarquías. En el fondo, lo que se discutía

era la efectiva capacidad de ejercer el poder por parte de

virreyes, presidentes de audiencias, capitanes o

gobernadores.[47]

No obstante, es bueno advertir que esa disputa por afianzar el

ejercicio del poder en ciudades, gobernaciones o intendencias

conformaría de alguna manera el tejido organizativo institucional

de las nuevas repúblicas. De hecho, como ha observado José Luis

Romero (2004), desde el comienzo de la conquista las ciudades

constituían un instrumento específico de la dominación con el que

sus gobernantes, desde el predicamento de los ideales de la

armonía y la suavidad, intentaban mantener un

sistema jerárquico viable y estable. En la ciudad se

territorializaba la política haciendo que su ejercicio

mismo politizara un espacio jurisdiccional específico donde se

encontraba y desencontraba una geometría de intereses. La ciudad

virreinal “fue escenario de fuertes tensiones porque las ideologías

expresaban las tendencias sociales, económicas y políticas de

grupos inestables para quienes el poder era la garantía de un

sustancioso predominio” (Romero, 2004: 121). Por lo tanto, la

política en el espacio hispanoamericano no era el mero

reflejo de las decisiones metropolitanas sino que existía una

dinámica propia que se combinaba y articulaba con la voluntad

imperial metropolitana.


Es importante advertir que la

Corona en América, apelando al poder absoluto del rey, como

princeps legibus solutus, ha intentado socavar, en primer

lugar, el poder emanado de los conquistadores y luego de las elites

locales, a través de la instauración de un aparato burocrático e

institucional que respondiera a los designios de la Corona. Dichas

instituciones se organizaron de tal forma que funcionaron de

contrapesos y control entre ellas para limitar arbitrariedades y

abusos. En estos términos, la necesidad de reforzar la voluntad del

rey, sobre todo a partir de las reformas borbónicas (s. XVIII), se

articuló con el establecimiento de instituciones que se

contrapesaban recreando un lenguaje de límites contra abusos y

arbitrariedades. De esta manera, se abría una tensión –a veces

explícita y otras veces latente– entre el absolutismo regio y una

tradición política que apelaba a los límites, como era la tradición

pactista.


En el siglo XVII, mientras la

Corona asistía a la desintegración de la monarquía imperial hispana

a partir de las rebeliones de los Países Bajos, Cataluña y

Portugal, culminando con la firma de la Paz de Utrecht, en América

aumentaba –por debilidad de la voluntad regia– el poder económico y

político de las elites locales. Esto iba a fortalecer el espacio

político de las provincias o cabeceras de virreinatos con nuevos

actores que, en el juego de presiones sobre la administración

imperial, fortalecerán una identidad local y un entramado

institucional, antecedente de los nuevos estados.


Esta situación provocó, de

parte de la Corona en el siglo XVIII, una reorganización del

sistema político-administrativo y espacial, estableciendo nuevos

virreinatos, gobiernos, audiencias e intendencias. Con esta

decisión se instituyeron nuevos territorios políticos donde se

pretendía organizar y centralizar una voluntad absolutista, algo

que ya los propios Borbones habían iniciado desde el gobierno de

Carlos III con relativo éxito. En este proceso François-Xavier

Guerra (2003) observaba una consolidación del absolutismo, de un

cuerpo teórico que lleva implícita una mirada sobre el orden

estatal y la sociedad, así como de los vínculos políticos que los

hombres deben mantener con el poder. Pero para ello debía socavar

el carácter pactista que constituía uno de los rasgos fundamentales

de larga historia monárquica hispana (y obiamente europea) e

inscribir su origen en el linaje mismo de la casa reinante o en el

derecho divino.


A partir del siglo XVIII, los

Virreinatos se convirtieron en laboratorios de ensayos de un poder

real dispuesto a limitar y ampliar la obediencia de las elites

locales. Ello se asentaba en la concepción de que la decisión final

del monarca se constituía en la dadora de legitimidad a la hora de

decidir en un conflicto entre jerarquías o instituciones, o bien

entre ellas y los súbditos. De este modo, esta intervención y

arbitrio suponía un monarca que hacía política frente a

los diversos poderes y actores, que conocía su pulso

interno y sus capacidades así como las apelaciones legítimas

que otorgaban fueros, privilegios y libertades para los súbditos.

Pero también, intentaba mandar sobre poderes que poseían y hacían

uso de dos representaciones de la monarquía. Mientras en la

Península la concebían como unitaria en “América era claramente

plural, en una doble dimensión: una tradicional –un conjunto de

‘pueblos’, es decir reinos y provincias– y otra más reciente y

dualista” “formada por un pilar europeo y otro americano” (Guerra,

2003: 129).


Esto hace suponer que la

dinastía borbónica tuvo relativo éxito en el establecimiento de una

monarquía monista así como en erra- dicar definitivamente formas

que limitaban –de alguna manera– al poder regio como lo expresaban

los imaginarios autonomistas[48]

y el constitucionalismo.[49]

El intento de gobernar de manera unitaria fue, como expresa

François-Xavier Guerra (2003), tendencial y ello provocó

en Hispanoamérica diversas e intensas resistencias.


Ahora, ese mundo donde se

intentó ensayar el absolutismo fue, a su vez, un mundo católico

donde la religión constituía la identidad misma de la

monarquía.


En el siglo XVI los reyes

hispanos debieron encontrar razones para legitimar sus conquistas y

la religión católica fue el medio que estaban usando para articular

un Estado de modo legítimo ante todos (Peire, 2000: 28). Pero a

diferencia de otros dominios de la monarquía hispana, en América la

conversión a la religión católica constituía un elemento

político-cultural significativo para incorporar a los indígenas a

la comunidad estatal e imperial.


La religión católica fue

transformada en una dimensión de la política de los

Reyes[50]

hispanos, en un instrumentum regni, para lograr la

unificación política en España y para consolidar el dominio “justo”

en América. Se produjo desde la Corona, a través de la religión

católica, la institucionalización de una cosmovisión que a lo largo

del tiempo se transformó en costumbres, representaciones y en

fundamentos para la obediencia y para los mandatos. Los años de la

Contrarreforma marcaron un significativo control por parte del

Soberano sobre la Iglesia integrando a ésta –y a la religión

católica– a la política de la monarquía. En este sentido, se puede

citar a Baltasar Gracián (1601-1658), una de las figuras teóricas

que reflexionaron sobre la política regia:


“Yo

opongo un rey a todos los reyes que lo han precedido, y lo propongo

a todos los reyes que vendrán después de él. Es Don Fernando el

Católico, el gran maestro en el arte de reinar, el oráculo mayor de

la razón de Estado” (Zarka, 1997: 32).


La incorporación de la

religión católica como parte de la política real se constituyó en

elemento esencial de la identidad de la monarquía. Junto con la

apelación a la fidelidad al rey, ambas se tornaron características

tradicionales del pueblo hispano e hispanoamericano. La Corona no

sólo incorporó lo divino como dimensión de la política, sino que

para lograr el monopolio del dominio debió, como dice Reinhart

Koselleck (1993), apropiarse del presente y futuro, temporalizando

así la historia y las acciones del Soberano. En palabras de

Gracián, en su saber, en su pronóstico, el monarca se transforma en

el oráculo mayor de la razón de Estado subjetivando así su

intervención en la historia. No gobernaba para conducir a los

hombres al Reino de los Justos sino para conservar y

ampliar sus dominios y su propio poder convirtiendo al mismo

catolicismo en una dimensión legitimadora de la ragion di

stato. Es oportuno señalar que en algunas regiones, como

plantea Jaime Peire (2000), la Iglesia se transformó en un brazo

administrativo del gobierno español. Con sus diversas órdenes y en

una sociedad rígidamente jerarquizada, según Tulio Halperin Donghi,

“asegura un contacto inesperadamente estrecho entre lo más alto y

lo más bajo de esa jerarquía” (Halperin Donghi, 2005: 68).


La monarquía hispana, al

integrar el cristianismo como impulso, manifestación y extensión de

su política, volvió católica a la propia monarquía, introdujo lo

divino en el fundamento de una política con fines concretos y

utilitarios. Ésta era considerada el brazo secular de Dios y la

cabeza ejecutora de los deseos de éste. Así, los Deseos de

Dios y los Deseos del Soberano se articulaban,

yuxtaponían y legitimaban mutuamente. Juan de Solórzano y Pereira

planteaba en su Política Indiana (1648) “que Dios

todopoderoso había escogido a España de entre todas las naciones

para llevar el don de la fe cristiana a las naciones del Nuevo

Mundo”.[51]



Pero la política del rey,

según Solórzano y Pereira, no estaba vinculada a la profecía y

escatología cristiana sino a “conservar y aumentar la fe, la

religión y culto de nuestro verdadero Dios y Señor”.[52]



Por lo tanto, conservando y

propagando el poder de Dios se conservaba y mantenía el poder del

rey. El clero, apelando a Dios, predicaba amor y lealtad al rey y a

su justo dominio político. Pero también predicaba los sentidos de

un imaginario orgánico donde el rey en tanto vicario de Dios y en

tanto cabeza de reino debía mantener un orden de jerarquías y la

razón misma de éstas. Con ello, se permitía recrear el sentido de

la dominación política y negar cualquier reclamo que cuestionara la

representación orgánica de una sociedad compuesta de elementos o

cuerpos ordenados jerárquicamente, donde cada uno debía vincularse

armónicamente.


“Desde

esta óptica, la dominación colonial debía darse a través de un

estado que fuera capaz de articular las diferencias y conflictos

entre los sectores predominantes entre sí, estructurando un

concierto entre los diferentes cuerpos; viéndose la metrópoli en la

imposibilidad de realizar esto, su legitimidad quedaba seriamente

erosionada, dejando a los sectores dominantes avanzar sobre el

espacio de legitimidad que hubiera quedado vacío” (Peire, 2000:

109).


La monarquía hispana, por

medio de sus pensadores,[53]

logró articular un lenguaje político por el cual en nombre de Dios

se alteraba la propia escatología católica, dejando en manos del

rey no sólo el poder absoluto sobre todos sus dominios sino también

sobre la propia Iglesia.[54]

Ya la propia Escuela de Salamanca, en el siglo XVI, había

reconocido al Vaticano como la dirección espiritual de los

cristianos pero le negaba la posibilidad de ejercer dominio en el

mundo secular o que dispusiera de autoridad sobre los no

cristianos.


A partir del siglo XVIII, la

religión, luego de haber colaborado en la incorporación a la

comunidad y en la constitución de una identidad y una cosmovisión,

asumía con mayor ímpetu la misión de mantener, fortalecer y recrear

el vínculo entre el Rey y sus súbditos, tornándose un elemento

simbólico clave para la estabilidad y fortaleza de la obediencia

política. Este proceso iría pensando lentamente una transferencia o

desplazamiento, como explica Jaime Peire (2000), de lo sacro al

ámbito civil. Tal como se observará más adelante, la devoción regia

sería suplantada, consecuencia de la crisis de la monarquía en

1808, por una devoción republicana.


A su vez, el soberano actuaba

sobre el desarrollo institucional de la Iglesia ya que desde la

obtención del Patronato (1508) durante el reinado de Fernando el

Católico, poseía la potestad suprema de nombrar a la jerarquía

eclesiástica y a los canónigos, así como intervenir en los

concilios provinciales e iniciar reformas eclesiales en toda

América.[55]



El regalismo, “la lucha por

el poder del Rey a costa del poder del Papa” (Pérez Samper, 2000:

155), atravesó todo el siglo XVIII. La monarquía hispana mantuvo un

tenso enfrentamiento con el Papado, con el fin de obtener para el

Soberano parte del poder que ostentaban el Papa y la Iglesia. Como

se ha señalado, la batalla regalista fue larga y compleja desde la

época de los Reyes Católicos, en la que se fueron redefiniendo los

términos de dicho vínculo político[56]y

cultural.


En el siglo XVIII los motivos

de la disputa fueron diversos, uno de ellos continuaba siendo la

cesión de las provisiones, rentas y propiedades eclesiásticas por

parte del Papa al rey. Pero como advierten Juan Carlos Garavaglia y

Juan Marchena (2005: 75),


“los

obispos, mal que bien aceptaron la doctrina regalista y el

Vicariato Regio porque, al fin y al cabo, en el nombramiento

episcopal siempre había intervenido el rey. Ahora, si este

intervencionismo se extendía a todas las dignidades, era preferible

la convivencia al enfrentamiento”.


En 1749 se inició la

secularización de las parroquias, años más tarde se convocaba a

concilios provinciales para reformar el clero colonial, en 1767 se

expulsó a los jesuitas y en 1804 se exigió la venta de la propiedad

católica en beneficio de la Tesorería Real. Esta intromisión,

entendida como arbitraria y abusiva, lentamente condujo, en algunos

casos, a un claro espíritu antiespañol y antiborbónico en la

Iglesia.


Con los Borbones y su

política tendencialmente centralizadora surgió un lenguaje

político donde la autoridad del rey asumía el centro de la escena

consolidando su dominio sobre la actividad religiosa e

institucional de la Iglesia. Esto se expresó con la firma del

Concordato de 1753 entre Fernando VI y Benedicto XIV que

constituiría, junto con la expulsión de los jesuitas, uno de los

hitos de la política regalista de la Corona.


En 1750, el Padre Rávago,

confesor de Fernando VI, argumentaba a favor de la política de la

Corona frente al Papado planteando que “convendrá, pues, comenzar

desde luego por lo más difícil, que consiste en que ceda Roma todas

las provisiones eclesiásticas de España, porque mientras Roma las

tenga, es imposible reformar nuestro estado

eclesiástico”.[57]

El poder y la presión de la Corona española frente a Roma quedarían

manifestados en el Concordato, alegándose que




“habiéndose expuesto la Majestad del Rey Fernando VI a la Santidad

de nuestro Beatísimo Padre la necesidad que hay en las Españas de

reformar en algunos puntos la Disciplina del Clero Secular y

Regular; promete Su Santidad […], promete y se obliga […] a

interponer para el feliz éxito toda aquella fatiga

personal…”.[58]



Con respecto a la expulsión

de los Jesuitas, la fundamentación regalista fue puesta de

manifiesto por Pedro Rodríguez de Campomanes en 1766 en su

Dictamen Fiscal aduciendo que “el jesuita ni la Compañía

no se miran como vasallos; es enemigo de la soberanía, depende de

un gobierno despótico residente en un país extranjero; allí remite

sus riquezas, de allí recibe las instrucciones…”.[59]

Por lo tanto, constituirse en “enemigo de la soberanía” suponía no

sólo sustraerse al poder del rey y del Estado sino que dicho acto

suponía resistencia al mismo. Era, entonces, necesario para


“la

seguridad de la sagrada persona de S.M. y del reino entero que la

soberanía use de su potestad económica extrañando del reino a los

jesuitas profesos y a los novicios que quieran permanecer en dicha

Compañía; ocupándoseles las temporalidades, como extraños de él, no

permitiendo que en estos dominios ni en los de las Indias se

vuelvan a establecer en comunidad ni en particular con ningún

pretexto, haciendo Su Majestad esta declaración a imitación de

otros soberanos, como rey que no reconoce superior en lo temporal y

que usa de esta económica providencia para seguridad de su persona

real, de la de su augusta familia y de sus dominios, y por

beneficio de la misma religión y pureza de las costumbres; haciendo

cerrar, desde luego, todas sus casas y escuelas y que no se enseñe

más su doctrina, para evitar que no se dé ocasión con ella a nuevos

escándalos en estos dominios…”.[60]



El fiscal Campomanes,

apelando al beneficio de la pureza de las costumbres y de

la misma religión, fundamentos legitimadores del dominio

monárquico, expulsaba a la Compañía de Jesús de España y de

América. Dejó, pues, abierta una polémica política entre la Corona

y los jesuitas en el exilio, quienes componían el grupo crítico más

activo y efectivo contra la monarquía en América. En el mundo

andino, el decreto de expulsión originó una gran conmoción. Como

advierten Juan Carlos Garavaglia y Juan Marchena (2005: 78), fue

“el momento en el que con mayor fuerza se manifestó el poder

real”.


La expulsión, como expresión

de un proceso integral, intentaba consolidar la fundación,

conservación y ampliación de su dominio que había modificado sus

prácticas y formas desde mediados del siglo XVIII.


En relación a la población,

las sociedades virreinales organizadas en un régimen de castas eran

sociedades heterogéneas caracterizadas por marcadas diferencias

sociales y étnicas. Incluso, la diferencia étnica fue legislada,

estableciendo deberes y derechos para los diferentes grupos, lo que

marcó una suerte de discriminación para efectuar algunas

ocupaciones determinadas. Existían diversos criterios de distinción

social, uno de ellos lo constituía el factor racial. Sin embargo,

como advierte Gabriel Di Meglio (2006: 42),


“el

sistema de castas era imposible de mantener en las grandes ciudades

dieciochescas, con el aumento de las categorías sociales como

efecto de las nuevas mezclas, los flujos migratorios y el

crecimiento económico; fue reemplazado por uno más amplio: la

división entre gente decente y plebe. El criterio

de decencia no respondía a un solo factor. Implicaba raza, sí, pero

también respetabilidad, que era otorgada por la pertenencia a la

comunidad, el lugar de vecino de una ciudad…”.


Para los años de las

invasiones inglesas (1806-1807) el lugar más alto de la pirámide

social en Buenos Aires, como en otras ciudades virreinales, estaba

ocupado por el amplio funcionariado colonial y por una serie de

grandes comerciantes. Dentro del aparato administrativo y político

la minoría hispana ocupaba los cargos más altos en el ejercicio del

dominio político, mientras los americanos los cargos menores en el

funcionariado gubernamental. Después le seguía un sector que no

pertenecía a la elite ni a la plebe, conformado por profesiones

liberales –abogados, médicos, músicos, notarios, etc., y por

pequeños y medianos comerciantes–. Se ubicaba, por último, la plebe

urbana. Según Gabriel Di Meglio (2006), sus miembros no eran

considerados blancos –aunque había blancos en ella–. Pertenecían a

la plebe urbana aquellos que se dedicaban a ocupaciones sin

calificación y a tareas manuales, incluyendo a los artesanos pobres

y a los aprendices y oficiales. También la integraban aquellos que

no tenían ocupación –como mendigos y pobres– y que vivían en casas

de otros. Fundamentalmente, una marca que signaba la pertenencia a

la plebe era la dependencia de sus miembros de otros socialmente

superiores.


Pero más allá de la marcada

jerarquización y heterogeneidad, la comunidad colonial –el conjunto

de tradiciones de ese régimen de castas– suponía que la que actuaba

ante determinadas situaciones, como la resistencia a las invasiones

inglesas, era la misma ciudad. A través de sus actos simbólicos, la

ciudad se presentaba como cuerpo estructurado por la autoridad y la

jerarquía, e incluso, como plantea Tulio Halperin Donghi (2005),

las nuevas instituciones creadas por la monarquía reformadora se

impregnaron de esa concepción jerárquica de la realidad social,

trasuntada en una rígida etiqueta destinada precisamente a poner en

evidencia esas jerarquías.


Como se ha dicho, dentro de

la ciudad existía una jerarquía entre sus habitantes: se distinguía

la plebe, llamados peyorativamente “bajo pueblo” o “populacho”, del

vecindario; en este último se reclutaban los miembros del Cabildo.

Esta estructura interna aparecía de manera muy visible en los actos

públicos y ceremonias, donde la ciudad se representaba como cuerpo

organizado. Pero a su vez, la pertenencia a una ciudad, que

diferenciaba al vecino del peregrino o extranjero, y que se

presentaba como la patria “inmediata”, constituía una de las

modalidades principales de la identidad colectiva, junto con la

propia pertenencia al Virreinato, o incluso a América, o bien el

hecho de estar sujeto al rey hispano.







1.3 América y España:

beligerancias en un corpus político. El imperio como problema


Tanto América como la

Península constituían “partes esenciales” del mismo cuerpo político

de la monarquía. Los denominados “Reinos de las Indias”[61]

fueron incorporados al plan de extensión del proyecto de ultramar

de la monarquía hispánica consolidando al monarca como aquel que

dominaba y ejercía su autoridad en territorios más vastos que las

monarquías inglesa y francesa. Por esta razón el monarca español se

llamaba a sí mismo Dei Gratia, Hispanarium e Indiarum Rex,

quien, según Solórzano y Pereira,[62]

fue conducido –desde el descubrimiento– por la Providencia de Dios

para extender la cristiandad en todo el mundo. Como manifestara

Juan de Salazar en su Política española (1619), el pueblo

español era ahora el pueblo escogido por Dios en lugar de

Israel.


La evangelización del “nuevo

mundo” constituiría uno de los fundamentos del derecho de ocupación

y conquista, siendo esta última, según François-Xavier Guerra

(2003), una continuación de la misma Reconquista.


Aunque jurídicamente América

era integrante del conjunto de reinos de la Corona de Castilla, en

realidad América y la Península eran dos territorios en tensión

geográfica y políticamente configurados por el diagrama del poder

de la conquista. Dos territorios de interpretaciones, lecturas y

discusiones comunes y dispares a la vez. Dos territorios tan

singulares y asimétricos que, con el tiempo y por su

particularidad, América requeriría de una legislación y

jurisprudencia propias. Las Leyes de Indias demostrarían

cuán distinta sería considerada América por la misma monarquía, que

no fue reconocida como “reinos” plenos regidos por derechos

forales, es decir, con libertades y privilegios

territoriales.


Así, esos territorios

políticos se encontraban sujetos a la discusión en torno a la

condición jurídica de los espacios conquistados. Dicho debate,

realizado desde ambos lados del Atlántico, estuvo motivado por la

necesidad de establecer el status del territorio y la condición de

los habitantes de América, esto es, si poseían o no los mismos

derechos con respecto a los súbditos de Castilla. Esto último

implicó una gran discusión que, por un lado, indagaba sobre la

condición natural y jurídica de los habitantes y, por otro, buscaba

establecer el fundamento del vínculo de obediencia entre Castilla y

sus territorios ultramarinos. En relación a la condición jurídica

de los súbditos, una Cédula Real de 1542 advertía: “Por ninguna

causa de guerra u otra alguna aunque sea a título de Rebelión, ni

por rescate ni de otra manera alguna puede hacer esclavo Indio

alguno y mandamos que sean tratados como vasallos nuestros de la

Corona de Castilla, pues lo son”.[63]

En ella se reconocía a los habitantes de América como vasallos de

Castilla poseyendo iguales derechos y obligaciones ante las

autoridades del reino descartando, en términos jurídicos, una

consideración servil.


En referencia a la

consideración del Reino de Castilla de sus territorios americanos,

como se dijo, ellos fueron establecidos como reinos no

plenos (sin derecho de autogobierno), aunque como se verá

luego en el proceso de reformas borbónicas y en el proceso juntista

peninsular se insistió en que dichos reinos sean tratados como

meras colonias. Según los americanos, este tratamiento se

manifestaría inclusive en la proporcionalidad de diputados que

deberá enviar América a las Cortes convocadas en 1810. Para

François-Xavier Guerra (2003: 45): “El rechazo práctico por parte

de los peninsulares de la igualdad proclamada será la causa

esencial de la Independencia de América”. Ahora bien,


“tanto

si nos referimos a la Independencia como a la revolución es pre-

ciso adoptar una perspectiva global que no separe la Península

Ibérica de América, ya que lo característico de ambos procesos

–Independencia y revolución– es, precisamente, su simultaneidad y

su semejanza. Para explicarlas no bastan las causas locales, ya

que, desde este punto de vista, Hispanoamérica es pura diversidad.

Es necesario partir de lo que las diferentes regiones tienen en

común, es decir, la pertenencia a un único conjunto cultural y

político” (Guerra, 2003: 20).


La Península y América

constituían territorios de la monarquía hispánica, componían

diferencialmente –en términos de significación política– el corpus

de una monarquía católica y el más vasto conquistado por un

monarca. Pero como ya se ha advertido, también representaban dos

maneras de concebir la mismísima monarquía. Si desde la Península

se pensaba de manera unitaria, en América, las lógicas de poder

territorial, llevaban a una concepción plural de la

monarquía.


En 1748 Montesquieu (1987:

143) observó otra diferencia: “Las In- dias y España son dos

poderes bajo un mismo amo; pero las Indias son el principal,

mientras que España es sólo accesoria”.


Se debe señalar al mismo

tiempo que si existen diversas maneras de pensar e imaginar a la

monarquía es porque las diferencias existen; los territorios a

ambos lados del Atlántico no poseían la misma cohesión y

consistencia, lo cual se revela como una característica

significativa a la hora de la constitución de nuevos cuerpos

políticos en América. En la Península residía la Metrópoli desde

donde se instituían las políticas como principio motor de

la monarquía y desde donde el mismo Consejo de Indias, como

organismo de gobierno especializado, ejecutaba, arbitraba y

escuchaba reclamaciones en los territorios ultramarinos a través de

los funcionarios virreinales. Pero las elites de dichos

territorios, como descendientes de los conquistadores, exigían

privilegios y prerrogativas como si los rigiese un pacto primigenio

entre los habitantes de América y los reyes de Castilla reclamando

negociar y acordar dichos mandos y órdenes. “El pactismo

suministraba aquí los instrumentos conceptuales y simbólicos

necesarios al hacer de la Conquista un pacto fundador por lo cual

los reinos indígenas se incorporan, como lo hicieron en su tiempo

los reinos musulmanes, a la Corona de Castilla” (Guerra, 2003: 45).

Luego, como se podrá observar, con las reformas borbónicas se

fueron constituyendo interpretaciones que negaban la existencia de

dicho fundamento pactista o que afirmaban que dicho pacto había

trascurrido a partir de la coacción, la imposición y la

violencia.


Los poderes territoriales de

diversas características –expresados dentro y fuera de las

instituciones– hacían de la monarquía hispánica un campo de pugnas

y polémicas que tensionaban la relación entre el mando

metropolitano y los territorios ultramarinos.


Bajo el imperio

(dominium) del monarca serían incorporados los distintos

reinos y territorios constituyendo una estructura plural bajo la

autoridad de un Soberano. Esto planteaba interrogantes acerca de si

la capacidad del imperio era efectiva y legítima. Como se dijo

anteriormente –para pensadores del siglo XVI como Domingo Soto,

Covarrubias y Vázquez de Menchaca– era imposible que una persona

gobierne efectivamente todo el mundo dando así de bruces, desde una

perspectiva realista, con la concepción de una monarquía universal.

Ahora bien, si consideramos que la autoridad política es tal porque

puede ejecutar su poder efectivo en las jurisdicciones que debe

gobernar, la distancia no sólo flexibilizaba dicho poder sino que

permitía establecer sociedades con una autonomía mayor que los

reinos de la propia Península.


Para Vázquez de Menchaca, los

imperios son criaturas sujetas al azar y a la costumbre: “…según

cambian día a día las vicisitudes y las costumbres, así deben

cambiar los imperios; ya que como hemos podido ver, los imperios

van ligados a las costumbres”.[64]

Refiriéndose a América y a la complejidad de integrarla al Reino de

Castilla expresa que “un solo hombre no puede ser señor de todo el

mundo ni siquiera en lo que atañe exclusivamente a la jurisdicción

y defensa, sin obligar a cruzar vastos mares a los súbditos y

magistrados que con gran frecuencia acuden hasta él. De esto se

deduce que ningún imperio de tanta extensión puede pertenecer

de iure a un hombre”.[65]

Por tanto, para el propio Menchaca la distancia

condicionaba o limitaba la viabilidad del poder y la cohesión misma

de los territorios introduciendo ello un problema de orden jurídico

y político.


La extensión y la

organización del imperio español ponían en tela de juicio la

capacidad de mando e inclusive el derecho jurídico de gobernarlas

por parte de un soberano que ya no se desplazaba hacia los reinos

como lo hacían antiguamente los monarcas. Por lo tanto, el imperio

español cargaba con la preocupación de la gobernabilidad real sobre

la población, con la distancia que relativizaba la capacidad del

rey para marcar el compás de la política. En un informe

confidencial de 1749, Jorge Juan y Antonio de Ulloa desplegaban una

devastadora crítica sobre el régimen imperial planteando la

“debilidad de la autoridad real en las Indias y la incapacidad de

España para obtener verdaderas ganancias de su vasto imperio de

ultramar. No sólo se trataba de que los corregidores fueran

corruptos, también eran impotentes en su trato con la elite local”.

Por lo tanto, sin “la sanción de las fuerzas armadas era imposible

mantener la ley…”.[66]



A mediados del

siglo XVIII, el aumento de las prerrogativas regias caracterizadas

por una reforma administrativa y una mayor presión fiscal provocó

una dislocación del equilibrio de poderes locales evidenciando, en

algunos territorios, una incipiente confrontación con los

funcionarios virreinales. En el año 1780, en territorios del

Virreinato del Río de la Plata se produjo, en el mundo Andino, una

rebelión indígena que al grito de ¡Viva el Rey, mueran los tiranos!

puso en duda la capacidad de gobierno del propio Virreinato. La

profunda adhesión y lealtad a la imagen del rey se constituía en la

única figura solicitada por parte de los indígenas para disciplinar

o juzgar a los funcionarios arbitrarios y abusivos. Se apelaba a la

justicia del Rey y a las concepciones pactistas para limitar la

intensidad con que se estaban llevando a cabo las reformas “desde

arriba”.


Las reformas borbónicas

también redefinen el lugar de América en el cuerpo de la monarquía

hispánica. Desde ya, este proceso no estuvo acompañado por

consultas en las diversas instituciones, como Cabildos y

Audiencias, donde de alguna manera las elites económicas y

políticas estaban representadas. Esa redefinición suponía convertir

a los “Reinos de Indias”, desde una perspectiva de la utilidad

económica, en colonias abastecedoras de productos al

mercado peninsular. En varias oportunidades, este nuevo status

comenzó a ser considerado por los propios funcionarios

peninsulares. Dicha percepción, que se desarrollaría con intensidad

con la crisis de la monarquía, se inscribía en la irresolución de

aquel status no pleno al que habían sido confinados los

denominados “Reinos de Indias”. Más allá de que el concepto

“colonia” pudiera asumir distintos significados, “su empleo tenía

resabios de desigualdad entre las dos partes de la monarquía, cosa

a la que los americanos eran particularmente sensibles, pues ponía

en cuestión algo esencial para ellos: su estatuto dentro de la

monarquía” (Guerra, 2003: 82).


Si bien el imperium

del Soberano se sustentaba en la adhesión que suscitaba el propio

rey, como figura y cabeza de la monarquía, su ausencia en 1808 no

sólo supuso una crisis dinástica sino una crisis del propio

imperio, o sea, del ejercicio efectivo del Soberano y de la

monarquía sobre los territorios. Como plantea Antonio Annino (2005:

65), la crisis se agravó porque “quando un impero crolla nessuno è

l’erede legittimo de la sovranità della Corona”. Se evidencia,

según dicho autor, una “natura imperiale della crisi”

constituyéndose en una crisis interna del sistema de gobierno de la

monarquía. La ausencia del rey, no sólo descomponía los fundamentos

de legitimidad de sus representantes en América a partir de la

desestructuración de la cadena de mandos, sino que se

evaporaba la garantía de justicia que representaba la figura del

monarca en todos sus territorios. Esto último no constituye un dato

menor puesto que la ausencia del rey privaba al imperio de aquellas

garantías legales que reconocían derechos y libertades. Se

vapuleaba así ese mundo de creencias articuladas en relación a la

justicia que representaba la Corona. El imperium regis, y

su orbi legis, no implosionó por ser considerado ilegítimo

sino por la ingobernabilidad que provocaba la ausencia del titular

de la soberanía. Esta situación abriría inclusive conflictos entre

poderes e instituciones que buscaban enmendar la crisis o poner en

consideración aquellos dilemas políticos que ésta proponía. En la

Representación de la Audiencia de Charcas al Rey del 25 de abril de

1809 se advertía que


“el

Tribunal cree necesario siempre y más en las presentes críticas

circunstancias el que convendría se obligase a los Virreyes, que

sus operaciones fuesen dirigidas con Acuerdo de los Tribunales,

pues de lo contrario el trastorno, es indispensable careciendo

estos del Poder Ejecutivo”.[67]



El hecho de que fuera el Rey

–ahora cautivo– el destinatario de las cartas, cédulas y

representaciones, evidenciaba tanto la lealtad al monarca como la

imposibilidad de establecer o concebir otra soberanía única,

legítima y aceptada para su sustitución o reemplazo.


En territorios americanos,

este cisma de la monarquía supuso y desató, entre otras cosas, un

lenguaje que reinterpretó y resignificó el propio vínculo entre la

metrópoli y América. En esa praxis político-lexical el mismo

concepto de colonia se inscribió en los debates abiertos por dicho

proceso de manera inédita. Aunque en la mayoría de los documentos

oficiales aparecían generalmente las palabras Reinos o Provincias

para referirse a América y a sus ciudades cabeceras

respectivamente, con el correr de los acontecimientos y desde un

imaginario pactista la metrópoli fue identificada con un imperio

que en su obrar había violentado los derechos naturales y la

voluntad de los habitantes americanos. Y ello se debía atribuir a

que el poder imperial no había logrado constituir su fundamento de

dominio a partir de la cesión por parte de los indios de su

autoridad legislativa al imperio como planteaba Domingo Soto en

1556. A principios de 1809 un texto considerado de autoria de

Bernardo de Monteagudo escribirá: “Confesad en fin, que el trono

vuestro en orden a las Américas, estaba sustentado sobre la

injusticia y era el propio asiento de la iniquidad”.[68]



Poco tiempo después, el 23 de

octubre de 1810, Mariano Moreno advirtió que


“la

usurpación de un caudillo, la adquisición de un conquistador, la

accesión o herencia de un provincia, han formado esos grandes

imperios, en quienes nunca obró el pacto social, y en que la fuerza

y la dominación han subrogado esas convenciones, de que deben los

pueblos derivar su nacimiento y constitución” [“Sobre las miras del

Congreso…”, Gazeta de Buenos-Ayres, N°22, 1 de noviembre

de 1810] (Moreno, 1998: 196-197).


Para ellos la lógica imperial

nunca había obrado el pacto, puesto que la lógica de este último

borraría aquello que Solórzano y Pereira (1975) suponía en 1629

acerca de que hasta la tiranía más profunda pasa a ser con el

tiempo una monarquía perfecta y legítima.


Parecen, pues, haberse

constituido dos temporalidades en disputa: mientras el tempo

del imperio se fundaba en la legitimidad de una larga

temporalidad devenida en costumbre o hábito, el tempo del

pacto era el tiempo de la fundación misma del orden, que

trastocaba las costumbres para configurar dicho ordenamiento. El

punto inicial del pacto reside en una voluntad libre y decisoria de

la ciudad y no en una voluntad arbitraria que coacciona e intenta

fundamentar el vínculo de obediencia a través de la violencia y del

peso de la costumbre. Así, tanto la costumbre como la

asociación –propia del pactismo– constituían apelaciones

que las elites revolucionarias criticarían o recuperarían para

discutir en torno a la legitimidad del mantenimiento de los

dominios americanos por parte de la Corona. Esgrimir la metáfora e

imaginario del pacto y la voluntad que éste encerraba formaba parte

de un lenguaje político que fue constituyendo el fundamento de un

reclamado autogobierno por parte de los americanos.
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